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CoosHltorlo JiiFídico

Efectos del Mandato despees de ía mnerte

del mandante

Alcance de! Art. 6." de la ley 15.901

SUMAHIO: (SÍNTESIS). La norma abarca toda promesa de enajenacióa

inscripta, conforme a la Ley N? 8.733 en su forma originaria o en la forma

que a su art. 51, dio la Ley N9 13.420 y conforn-e a las Leyes Nm 13.524

13.901 y 14.057.

FtnsDAMEWTOs .

- I) La ley no hace distinciones respecto de los sujetos, si'

tuaciones jurídicas, tiempo o Ivigar de su aplicación. Los arts. 19 y 69 per

miten pfirmar que la ley es de alcance general. - II) La solución es con

gruente con los principios generales en materia de mandatos, los textos

del Código Civil y sus antecedentes, a) El principio general es que los

efecíos de los contratos se extienden activa y pas'vamente a los herederas

y sucesores de las partes (arts. 1292, 776 y 1039 Código CivU) el que sólo

deja de aplicarse en los casos que el art. 1292 prevé, b) En el caso de!

mandato el art. 2086 inc. 59 y el art. 2094 invierten nquel principio. Pe-

CASO N9 31 i'o según la antigua doctrina esa inversión del principio se basó en la in

terpretación de la presunta voluntad del mandante, por lo que, no inte

grando el orden público, cesa ante la naturaleza del poder conferido, par

convención de las partes y obviamente por disposición en contrario de ley

especial. En tal caso el mandato subsiste obligando a los herederos como

al mandante mismo, incluso con la facultad de revocar (art. 2087 Código

CivU). c) Es la teoría contenida en los arts. 2094, 2006, 2097 y 2098 del

Código CivU. d) La tesis de la obligatoriedad del mandato post mortem era

uniforme en los codificadores americanos y está confiímada por los ante

cedentes de los artículos citados. - III) La doctrina y jurisprudencia na

cionales coinciden en considerar a la promesa celebrada conforme a la

Ley N ' 8 . 733 un título hábil para enajenar y adquirir, con obligación ds

transferir el dominio y pagar el precio. Falta consumar un negocio ini

ciado, resultando de enorme interés que los mandatos para prometer CQ

enajenación a plazos, conforme a las leyes, permitan la consumación de

las promesas, hasta tanto no sean revocados por los herederos del man

dante.
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CONSULTA FORMULADA POR EL ESC. JUAN JOSE GARMENDIA -

San José, agosto 23 de 1971.

Señor Presidente de la

Asociación de Escribanos del Uruguay

18 de Julio 1730 p. 12

Montevideo

De mi mayor consideración :

Por la presente, solicito a Ud. tenga a bien someter al dictamen de

la Asociación de Escribanos del Uruguay, que tan dignamente preside, el

caso que a continuación detalla, el cual, ante las dudas que me provoca, me

motiva a efectuar esta consulta.

Una persona: R. B. de D era propietaria de un inmueble empadrona
do en mayor área, situado en la 2?- Sec. Jud. de San José, el cual fue frac

cionado y vendido en solares por el régimen de venta a plazos, de la ley

8733, en comendándose dicha venta al Banco Mercantil, sucursal local, a

quien se le facultó por poder especial, a prometer en venta y otorgar las

escrituras definitivas a favor de los compradores.

La señora R. B. de D., falleció el 29-6-71, y se desea, por parte de

varios promitentes compradores, que han cancelado sus obhgaciones, es

criturar los solares adquiridos.

De acuerdo al art. 31 de la ley 8733, para poder otorgar la escritura >

definitiva, correspondería acudir a la vía judicial, en procura de la es

crituración judicial, en representación, el Juez, de la vendedora falleci

da. Pero ocurre que, por ley N? 13.901, del 13 de noviembre de 1970,

art. 6'?, se dispone: "Los apoderados de los promitentes vendedores, po

drán continuar su mandato a pesar del fallecimiento de sus mandantes,

y otorgar la escritura definitiva de venta del inmueble al comprador que

hubiere cumplido con todas las obligaciones derivadas de la promesa de

compraventa".

La interpretación de dicha norma legal, ha planteado al suscrito la du

da de saber si se aplica con carácter general a todos los casos como el que

motiva esta consulta, o si sólo se aplica a vendedores cuya condición sea

la de mandantes de Bancas en liquidación, teniendo en cuenta, para esta ■

última interpretación que, de acuerdo al texto de la ley, y por la referen

cia que hace a la ley 13 . 524, del 19-10-1966, ellas hablan de Bancos clau

surados por la quiebra del año 1965.
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El suscrito efectuó consultas con colegas, no pudiendo lograr una opi
nión unánime y definitiva sobre este asunta, por lo que se demuestra que
•este mismo planteo se lo hacen varias Escribanas, para quienes la norma

del art. 6^ de la ley 13.901, puede significar: a) un nuevo régimen en

materia de mandatos, derogatorio en consecuencia del general establecido

en el C. Civil, y por la tanto' en mi caso, se podría efectuar la escritura

ción mediante comparecencia del Banco Mercantil en representación de

la vendedora-causante, o, b) dicha norma sólo se aplicaría al caso de los

Bancos en liquidación, y en consecuencia en el caso planteado, se debe ac

tuar de acuerda al art. 31 de la ley 8733, y sólo cabría la escrituración ju

dicial.

El suscrito Escribano, participa de la segunda opinión, pues entiende

que la ley comentada sólo se aplica al caso especial de aquellos Bancos in-
-

tervenidos.

Agradeciéndole se sirva elevar este caso, a la consideración de la

Asociación de Escribanos, me es grato saludarlo con la mayor conside

ración.

(Firmado) : Esc. Juan José Gaemenma

INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHO CIVIL (*)

I) La CONSULTA

Se requiere opinión de la Asociación de Escribanos del Uruguay so

bre el alcance del art. 6'? de la ley 13.901, de 13 de noviembre de 1970.

¿La disposición es aplicable a toda persona que haya conferido mandato

para una promesa
de enajenación o de compraventa inscripta, o solamente

se aplica a los mandatos otorgadas a saciedades y bancos intervenidos, en

liquidación, o fusionados?

II) La norma abarca toda promesa de compraventa o de enajenación
ins

cripta, conforme a la ley de 17 de jimio de 1931 en su forma originaria o

en la forma que le dio a su art. 51 la ley 13.420, de 2 de diciembre de

1965 y a las leyes 13.524, 13.901 y 14.057.

O Aprobado por la C. D. en Sesión de 28-VIII-1972



— 551 -r-.

III) Varias razones determinan la conclusión expuesta.

1^) El texto legal, no hace distinción alguna respecto de los sujeto^

y situaciones jurídicas alcanzadas por la norma, ni en cuanta al tiempo y

lugar de su aplicación. Donde el legislador no distingue, no puede distin

guir el intérprete. No es exacto que la ley se refiera sólo a los casos de

los Bancas y Sociedades intervenidas, en liquidación o fusionados, porque

sus arts. 2°, 3°, 4° y 5° se refieren a esas personas y situaciones.

El art. 1"? consagra la finalidad de la ley : permitir a los titulares de

promesas con plazo para la escrituración, acogerse al régimen de la ley

13.524, de 19 de octubre de 1966. Y esta ley, referida, es de alcance ge

neral, no limitado a dichas instituciones y situaciones, como lo demuestra

la lectura de sus arts. 1^ y 3*?. En su régimen, el sistema de descarte dé

embargos, art. 1° y el derecho a acogerse a los beneficios de la ley 8 . 733

art. 3°, son de contenida y alcance general y abstracta.

29) El propio texto de la ley interpretada abona el acertó, cuando

establece, art. 6° in fine : "Esta disposición regirá también (además) para
los contratos celebrados con anterioridad a la fecha de esta ley". El pasaje

explica que no se está refiriendo a los bancos y sociedades en liquidación,
intervenidos y fusionadas; esas eran situaciones pretéritas ya definidas;

la ley es para el futuro, de otra manera estaría previendo y se aplicaría a

las intervenciones, liquidaciones y fusiones del porvenir. Si alcanzó a

aquellas situaciones pretéritas es porque también, además, por añadidu

ra, por las circunstancias y en virtud de un efecto retroactiva fijada ex

presamente para el accidente, se extendió a ellas. El sentido y alcance

natural, además dispuesta por norma general, art. 7"? del C.C, es que

se aplica para el futuro y en ese futuro no hay previsión de las situa

ciones especiales a las cuales se quiere limitar la aplicación.

3°) Los principios generales en materia de mandato, los textos del

Código Civil y sus antecedentes, consagran oongruentemente la solución

La posibilidad de la subsistencia del mandato y particularmente del

derecho y la obligación (deuda) de ejercer el poder contenido en él, des

pués de la muerte del mandante es una verdad doctrinaria y legal.

Que está admitida en doctrina; nos remitimos a lo investigado y ex

puesto con motivo del caso consultado por la Esc. Perato Di Candía, sin

perjuicio de agregar lo indispensable para comprensión del presente in

forme.

Que es verdad legal lo analizaremos.

4
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A) El principo general es que los efectos de los contratos se extien
den activa y pasivamente a los herederos y demás sucesores de las partK
arts. 1292, 776 y 1039 C.C.

Este principio sólo cesa en su aplicación cuando así resulte de una

disposición especial de la ley, de una convención o de la naturaleza del

contrato, art. 1292.

No es propio y constitucional del mandato, no es de su característica

(de su naturaleza) que sus efectos (cumplimiento) deban necesariamente

desarrollarse en vida del mandante, salvo cuando se encomiende la rea

lización de un acto que supone la existencia de aquél, o cuya posibilidad
de realización depende de ésta (contraer matrimonio, votar en una asam

blea, adoptar a un hijo, etc.).

En el caso del mandato, es la disposición de la ley, arts. 2086 inc. 5?

y 2094 del C.C, que invierte aquel principio y hace que en general se

extinga, en el sentido de cesar en sus efectos respecto del poder conferi

do, por la muerte del mandante. Pero esta inversión que no es esencial,
ni de la naturaleza del contrato, a su vez puede ser excepcionada y rever

tir al principio general, que los efectos del negocio permanecen después de

la muerte del mandante, es decir obligan a los herederos del contratante.

La doctrina antigua decía que la revocabilidad del mandato por la muer

te por la miuerte del mandante se basaba en la interpretación hecha por el

legislador, de la voluntad presunta de aquél; así lo entendían Troplong

(1), PoTHiEE (2) y Pont (3). De éste se transcribirá un pasaje más ade

lante.

B) La disposición que establece la revocabilidad del mandato por

fallecimiento del mandante, es facultativa, no integra el orden público y

por tanto cesa en su aplicación por la naturaleza del poder conferido, por
convención de las partes y obviamente por disposición en contrario de una

ley especial.

Se podría argumentar que un mandato para producir efectos después

de la muerte del mandante, puede atentar contra el derecho de los here-

(1) Teoplong, M., Le Droit Civil expliqué, t. XVIéme. ed. Charles Hingray, Pa

ris 1846, nos 728, 731, 732, 733, 734, 735 y 740, págs. 669, 671, 674 y 681. Las expUcacionM^

de este autor son realmente significativas y han sido decisivas para los codificadore»

americaaos.

(2) Pothier, Traites sur différentes matiéres de droit círil, t. 2', Cap. IV, 5 II,

n' 108, París, 1773.

<3) Pont, P., Explication du Code Civil. - Des pe;tits contiats, t. !«, Chapitre IV,

fl? 1140 a 1146, págs. 601 a 604, ed. Delamotte et Fils, París. 1867.
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deros y la trasmisión automática de los bienes y derechos por el falleci

miento, art. 1039 del C.C

Pero basta pensar que el mandato en tal caso subsiste con la misma

extensión y efectos que tenía en el mandante, es decir obliga a los here

deros como al mandante mismo, facultad de revocar incluida (art. 2087

C.C. ) y que el patrimonio y los bienes y derechos del causante pasan a

los herederos con la medida de plenitud y perfección que tenían en aquél

(con los mismas vicios y virtudes).

C) La expuesta es la teoría del Código Civü; está contenida en el

texto de los arts. 2094, 2096, 2097 y 2098.

La tesis de la obligatoriedad del mandato después de la muerte del

mandante para determinados casos, era uniforme en los codificadores ame

ricanos: la recogió Vélez Saesfield, arts. 1980, 1981 y 1982 del C.C. ar

gentino (4), basado en Atjbry et Rau, Pothiee y Troplong (5) (el art.

1980 de dicho Código es a la letra un pasaje del parágrafo 146 de la obra

de Aubry (6); la consagró De Freitas, arts. 3038, 3040 y 3041 de su pro

yecto ( 7 ) ; Bello que no la había tenido en cuenta originariamente, la re-

(4) Código Civil argentino: arts. 1980, 1981 y 1982, cualquier edición con notas.

"Art. 1S80. La muerte del mandante no pone fin al mandato, cuando el negocio que

forma el objeto del mandato debe ser cumplido o continuado después de su muerte.

El negocio debe ser continuado, cuando comenzado hubiese peUgi-o en demorarlo".

''A7Í. 1981. Aunque el negocio deba continuar después de la muerte del mandante, y

mmque se hubiese convenido expresamente que el mandato continuase después de la

muerte del mandante o mandatario, el contrato queda resuelto, si los herederos fuesen

menores o hubiese otra incapacidad, y se hallcsen bajo la representación de sus tuto

res o curadores". "Art, 1982. El mandato continúa subsistiendo rain después de la muer

te del mandante, cuando ha sido dado, en el interés común de éste y del mandatario,

o en el interés de un tercero"-

(5) Véanse notas de Vélez Sarsfield a los citados arts. Iü80, 1981 y 1982.

(6) Aubry et Eau, Droit Civil franjáis, XVIéme. ed., Juris Classeurs, París, 1951,

n' 416, 3?, págs. 238 y 239. (Traducción nuestra). "La muerte del mandante no pone

fin al mandato, cuando el negocio que forma su objeto, debía ser cumplido o continua

do después del deceso"

(7) De Freitas, A. F., Código Civil. Esbogo, Tipografía Universal, Río de Janei

ro, 1865.

'Art. 3037. Fuera de los casos abajo declarados, todo mandato se resuelve por el

fallecimiento dal mandante, o del mandatario; cualquiera que sea la naturaleza del

negocio encargado".

Art. 3038. No se resuelve por el fallecimiento del mandante, o del mandatario:

1?) Cuando se hubiere convenido su continuación no obstante el fallecimiento &%

ano o de otro.

2») Cuando fuera irrevocable en los casos del art. 3031 inc. 2?.

Art. 3039. No obstante la convención de continuar el mar.dato después del fall*
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cogió en el art. 2319 (8), de su proyecto que fue inédito, y como se sabe
se elaboró con la Comisión de Códigos, luego de recibir la lectura de Tro

plong y DuvERGiER entre otros autores que no había podida consultar pa
ra sus dos primeros proyectas, tal como lo consagra y demuestra Manuel

Luis Amunategui (9) ; a esa tesis responden los citados arts. 2094 y 2096

a 2098 del C.C. uruguayo, que Narvaja incorporó con mayor claridad,
concisión y precisión que las fórmulas antes citadas, utilizando la con

sabida y estudiada técnica, de componer una disposición con pasajes to
mados de varias fuentes y agregando elaboraciones propias. La lectura de

las notas 3 a 9 de este informe y su comparación con las disposiciones de
nuestro Código, hacen verdad indiscutible la recepción de la tesis, sus

fuentes y significado.

Para afirmar una solución, que no sólo nos parece indudable, sino

de gran utilidad teórica y práctica, vamos a indicar las fuentes de los arts.
del Código Civil uruguayo siguiendo a NiN y Silva, con algún apunte:
El art. 2095, tiene por fuente directa, el art. 2319 del proyecto Belko ci

tado, pero es una disposición inco.rporada a casi todos los Códigos, que pro
viene del inc. del art. 1991 del Código francés (10). Vélez y De Freitas

no la incorporaron, pues la entendieron comprendida en las disposiciones

que se van a citar y están transcriptas en notas precedentes a pie de pági

na, las cuales ampliaban el alcance del Código francés en la materia.

Art. 2096: El incisa primero está tomada del 2319 del proyecto iné

dito de Bello (11). Narvaja no recogió el segundo párrafo de éste que

decía: "Los herederas suceden en este caso en los derechos i obligaciones
del mandante", y agregó de su cosecha, el inc. 2^, siguiendo a Troplong co

mo se verá: "Tendrá lugar esta disposición, aunque los herederos fueren

menores o incapaces".

cimiento del mandante, o del maridatario, se resuelve todavía, ?i los herederos fueren

menores, o tuvieren otra incapacidad.

Art. 3041. Cualquier otro mandato destinado a ejecutarse después del fallecimien

to del mandante, que no pueda valer como disposición de última voluntad, será nulo"

(traducción nuestra).

(8) Bello, A., Obras completas, vol. XIII. Proyecto inédito de Código Civil., ed.

Pedro G. Ramírez, Santiago de Chile, 1890: "Art. 2319 a. No se extingue por la muerte

del mandante el mandato desti*iado a ejecutarse después de ella. Los herederos suce

den en este caso en los derechos y obligaciones del mandante"

(9) Amunategui, M. L., Obras completas de Andrés Bello, op. cit., prólogo, págs.

XL y XLI.

(10) Código francés, art. 1191. ... "El (el mandatario) es obligado de acabar la

cosa comenzada al fallecimiento del mandante, si hubiere peligro en la demora de ello"

(11) Op. cit. y nota (8) precedente.
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En su nota al art. 2067 (de la edición de 1868) establece: Pont, art.

art. 2003 (francés) número 1145 (12) cuya importancia ya se verá.

NiN Y Silva, anota como concordante el art. 1980 del Códigoi argen
tino y "en contra el 1981", de este mismo Código, que no mantiene la per
durabilidad del mandato, si heredan al mandante, menores o incapaces.

El Código argentina referido como concordante es menos preciso y

más circunstanciado, aunque contiene la misma idea que el nuestro. Es

el párrafo de Aubry et Rau, ya transcripta en nota, que es una expli
cación y solución hecha para un Código parco en la materia, que no tiene

una disposición para afirmar esa solución y no obstante, jurisprudencia

y doctrina, habían llegado a ella de manera concordante y uniforme ( 13 ) .

Nuestra art. 2097, tiene como fuente directa el art. 1983 del Código

de Vélez y se indica como concordante el art. 3041 del proyecto Freitas.

Narvaja anota De Freitas art. 3041 (14). Esta es la fuente original de la

disposición; la redacción corresponde a la del argentino, a la cual Narva

ja sólo agregó la coma después de nulo; la fórmula es traducción de Ds

Freitas (15).

El art. 2098 del Código uruguaya, tiene por fuente el 1982 argentino.

No tiene concordante en otro Código ni proyecta de la época. Narvaja

sólo anotó y corrigió levemente la redacción de Vélez, pero para agregar

el adverbio "también", significando que la disposición, no es sino una

aplicación del principia consignado antes, y, por añadidura.

D) Para completar esta reseña de fuentes, se impone, conocer la

idea que presidió la solución y cuyo rastro indudable, está en la citada

nota de Narvaja, al art. 2067 antiguo. Reiteramos, la nota dice: Pont,

art. 2003, número 1145 (16). Pont con referencia al art. 2003 del Código

francés y en el número indicada dice: "En fin, la disposición de la ley

que se refiere al efecto revocatorio de la muerte del mandante, siendo el

resultada la interpretación hecha por el legislador de la voluntad presunta

de las partes, se sigue que el mandato debe subsistir no obstante el de

ceso del mandante, siempre que aparezca claramente del pensamiento de

las partes, que el fallecimiento no debe impedir su ejecución. Esta inten

ción puede ser manifestada por una convención expresa y formal; puede

(12) Narvaja, T., Fuentes, notas y concordancias del Código Civil de la Repú
blica Oriental del Uruguay, Litografía Oriental, Montevideo, MCMX. Art. 2067.

(13) Aubry ét Rau, op. cit., pág. 238, texto y nota 20.

(14). Narvaja, op. cit., art. 2068.

(15) Ver nota 7 precedente, art. 3C41.

(16) Op. cit., n? 1145, pág. 603.
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también inducirse de la naturaleza misma del negocio, por ejemplo, si

este negocio no puede o no debe ser cumplido o acabado sino después del

deceso del mandante. Se cita habitualmente entre los mandatos que por

su naturaleza misma deben sobrevivir al deceso del mandante aquel de

erigir un monumento a la memoria de este último, de comprar un inmue

ble para sus herederos; se coloca igualmente entre éstos al mandato dado

a los ejecutores testamentarios.

La Corte de París tiene, por aplicación de este principio, validado y

mantenido no obstante el deceso del mandante, el mandato de pubhcar,

después de la muerte de este último, los escritos que le pertenecen; y la

Corte de casación ha igualmente considerado el mandato de vender in

muebles, para servir el precio de reembolso a adelantos hechos por el man

datario, como debiendo prolongarse hasta la entera liberación del man

dante, y, por consecuencia, como no debiendo ser extinguido por el deceso

de Qgtte último.

Por otra parte, nosotros no admitimos la restricción propuesta por

el señor Troplong, sobre la autoridad de Starccha y de Casaregis, según

los cuales el mandato hecho para permanecer después de la muerte del

mandante, concluiría sin embargo si éste dejaba al morir, un heredero me

nor. La razón dada por estos autores, a saber que el mandante se había

vuelto menor de mayor que era y hay un cambio de estado que anula el

mandato, no es menos sólida.

En definitiva, la menor edad de los herederos, no podría destruir el

derecho del cual ha usado el mandante exigiendo que el mandato por él

conferido sobreviva a su deceso: es necesario entonces que esta voluntad

sea respetada. Y, en cuanto a nosotros, no vemos otro límite a establecer

a la facultad de la cual goza el mandante de disponer en estos términos

que aquella que podría resultar de las reglas sobre la cuota disponible
en

el caso que la ejecución del mandato fuera susceptible configurar ataque

a la reserva". (Traducción nuestra).

rV) En resumen, varias cosas nos parecen definitivas:

El mandato subsiste y es obligatorio para los herederos del causante

mientras estos no lo revoquen, en los siguientes casos:

a) Si así se estableció expresamente por voluntad del mandante,

siempre que no atente contra el derecho sucesorio en materia de forma

de la devolución necesaria, legítimas, fideicomisos, etc.,
arts. 2096 y 2097.
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b) Si el negocio o negocios encargados están comenzados al falleci

miento y de suspenderlos se sigue perjuicio a los herederos.

c) Si los negocias encomendados interesan, además del mandante al

mandatario o a un tercero.

V) En el caso planteada, siendo la expuesta la tesis de doctrina y de de

recho positivo, resulta perfectamente congruente la solución dispuesta con

carácter general por el art. 6^ de la ley 13 . 901.

En la especie, puede afirmarse además, que se trata de un negocio ya

iniciado al fallecimienta del causante.

Es hoy uniforme en doctrina y jurisprudencia nacional (17) que la

promesa de enajenación realizada conforme a la ley 8.733, configura un

título hábil para enajenar y adquirir, una compraventa verdadera y pro

pia, con obligaciones de transferir el dominio y pagar el precio. Está con

cluido, perfecto y completo el título, falta cumplir la abligación de trans

ferir el dominio, es decir consumar los efectos.

Este cumplimiento es la consumación de un negocio iniciado.

Resulta de enorme interés práctico, que los mandatos conferidos para

prometer en venta o enajenación a plazo, conforme a las leyes 8.733,

13.521, 13.901, 14.057 y concordantes, permitan la ejecución o consuma

ción de las promesas, y, no se advierte que inconveniente puede haber en

que subsistan hasta tanto no sean revocadas por los herederos del man

dante.

En conclusión: por el ámbito de la ley N"? 13.901 fijada en su refe

rencia a la N'? 13.524; por lo que resulta de su texto (inc. final del art.

^9); porque la resolución concuerda con los principias generales enuncia

dos y los textos del Código Civil, entendemos que el citado art. 69 de la

ley 13.901 tiene carácter general y abstracto (*).

Montevideo, 28 de julio de 1972.

Esc. Fernando Miranda

(Redactor)

(17) Documentar esta afirmación me llevaría mucho tiempo y debo producir el

informe, por lo que omito, por ahora, mi anotación. Con todo \er, Gamarra, J., Trota

do de Derecho Civil, t. IX, vol. 2?, n"» 3 y 4, págs. 102 y sigts., AmaUo Fernández, Mon

tevideo, 1967.

(*) Este informe pretende cumplir dos propósitos: contribuir a la solución de

la cuestión planteada en la consulta y ratificar nuestras ideas sobre el mandato po»f-

mortem, expuestas en otra oportunidad al evacuar la consulta formulada por la Escri

bana Rubí Perato Di Candía en informe de 26 de mayo de 1970, repartido N» 29/70,

Exp. 70/970 de la Asociación.
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